
Barranquilla, 04 de abril de 2022 

 

REF   : Ejecutivo Laboral rad. 0800131050072021-429 

Demandante  : ASCANIO RAFAEL LAMAR FUENTES 

Demandado  : ALIRIO PARRA SILVA 

 

INFORME SECRETARIAL:  Señora juez, a su despacho, el presente proceso ejecutivo 

laboral, informándole que el Dr. ARMANDO MARIO ROJAS CHAVEZ, quien actúa en 

calidad de apoderado de la parte demandada, interpuso recurso de reposición en subsidio de 

apelación contra el auto de fecha 04 de febrero de 2022 que libró mandamiento de pago. 

Igualmente, comunico que el demandante interpuso recurso de apelación. Sírvase proveer. 

 

DAIRO MARCHENA BERDUGO 

SECRETARIO 

 

JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

 

1.CUESTIÓN POR DECIDIR 

 

Evidenciado y comprobado el anterior informe judicial, ésta agencia judicial entra a 

resolver: 

 

Recurso de reposición interpuesto por el Dr. ARMANDO MARIO ROJAS CHAVEZ, 

quien actúa en calidad de apoderado de la parte demandada contra el auto del 04 de febrero 

de 2022, mediante el cual se libró mandamiento de pago. 

 

2. ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

 

Sustenta el recurso argumentando que “…el litigio no concluyó con decisión favorable a mi 

representado, toda vez que se ordenó su archivo por la ineptitud de la demanda, lo que 

significa que el acto administrativo de la UGPP que ordenó el embargo de la suma de 

$376.388.991, se mantiene incólume, toda vez que no media decisión judicial ejecutoriada 

que declare su nulidad…  

 

Corolario de lo descrito, procedí en el día de hoy jueves 04 de noviembre de 2021 a buscar 

en cada uno de los juzgados laborales del circuito el proceso de mi cliente, conociendo que 

este se encuentra en su despacho y del cual se han surtido varias actuaciones las cuales 

desconocía la suscrita por no haber sido notificada. En consecuencia, conforme lo 

indicado por la UGPP en el numeral 1 de su resolución No RCC  28118 del 9 de junio de 

2021, el cual indica que la suspensión del proceso de jurisdicción coactiva tendrá lugar 

“hasta que exista decisión judicial en firme con respecto a la acción interpuesta” 

 

Igualmente, informa que “… del contenido de los literales d) y e) la cláusula cuarta del 

referido contrato de prestación de servicios, la suma de $26.318.400, objeto de 

mandamiento de pago, aún no es exigible, toda vez que su pago no estaba sometido al 

supuesto éxito de la gestión, más bien, tal como lo informan a eventos que están pendientes 

de suceder, motivo por el cual la obligación no es exigible”. Además, arguye “… que el 

demandante no arrima prueba alguna que enseñe la ejecutoria de la sentencia dentro del 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por ALIRIO PARRA SILVA 

en contra de la UGPP, no está acreditada la exigibilidad de la obligación prevista en el 
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literal d) de la cláusula cuarta del contrato de prestación de servicios suscrito entre los 

partícipes del litigio…” 

 

Por último, afirma que su representado pagó en su totalidad los honorarios convenidos en 

los literales a), b) y c) de la cláusula cuarta del contrato de prestación de servicio un total de 

abonos de $8.100.000. 

 

3. ARGUMENTO DEL EJECUTANTE 

 

El actor, quien actúa en nombre propio, descorre el traslado del recurso de reposición 

refutando que: 

 

“El togado de la parte demandada, señala en su escrito de reposición, que la 

actuación del suscrito en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, 

no fue diligente, por cuanto el JUZGADO 13 ADMINISTRATIVO DE   

BARRANQUILLA, expidió la providencia fechada 30 de septiembre de 2021, 

que declaró la ineptitud de la demanda y que el suscrito no presentó recurso 

alguno o informé al demandado para que lo atendiera. Sobre esta  

argumentación  de  la  parte  demandada, la parte  demandante  se  pronuncia, 

señalando, que en primer  término, el contratante no cumplió con los anticipos  

en las fechas indicadas en los literales B y C de la cláusula 3°del contrato de 

prestación de servicios profesionales, tal como se colige de los hechos números 

10 y 11 de la demanda, lo cual  representa  un  claro incumplimiento, sin justa 

causa del citado contrato; en segundo término, el contratante al recibir la 

devolución de los  títulos de depósito  judicial, que  fue  el  día  23  de agosto  

de  2021, que  totalizan  la   suma de $376.388.991, no  le  canceló al   suscrito   

el saldo insoluto por concepto de honorarios profesionales, que en esa fecha 

representaba la suma de $29.218.400,lo cual representó otro incumplimiento 

sin justa causa de parte del contratante. 

 

Asimismo, afirma que “… el contratante no pagó en las fechas indicadas los   

anticipos pactados en el contrato y como tampoco pagó el saldo de honorarios 

el día 23 de agosto de2021, fecha en que recibió la devolución de los depósitos 

judiciales, por concepto de embargo, estos incumplimientos conllevaron al 

suscrito a comunicarle al contratante, el día 26 de agosto de2021, la 

presentación de la renuncia del poder en el JUZGADO 13 ADMINISTRATIVO. 

 

Arguye que “… señala el recurrente lo siguiente: “la resolución RCC-2818 del 

9 de junio de2021, señala que la suspensión del proceso por jurisdicción 

coactiva, tendrá lugar: ... “Hasta que exista decisión judicial en firme con 

respecto a la acción interpuesta, se llega a la conclusión que la referida 

entidad reanudará el proceso...”. Sobre este argumento, el recurrente señala 

tal como lo reseñé en líneas anteriores, que la UGPP en el comunicado de 

fecha 17 de agosto de 2021, dirigido al contratante y que figura como prueba 

en el correspondiente expediente electrónico, hace énfasis en lo siguiente: 

...“Acto  administrativo  que  ordena  la terminación, archivo y la devolución 

de títulos de depósito judicial”, lo cual indica que si el comunicado de fecha 17 

de agosto de 2021, que es posterior a la resolución RCC-2818 señala  

terminación y archivo del proceso por jurisdicción coactivo, resulta un 

exabrupto jurídico que el togado del demandado afirme como conclusión que:  

“La  referida  entidad  reanudará  el proceso”. 
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Así mismo, señala el recurrente que la obligación contenida en el titulo 

ejecutivo laboral no es exigible, por cuanto en la cláusula 4° literales D y C del 

contrato de prestación de servicios, se pactó que se pagaría la suma de los 

saldos por concepto de honorarios, el día de la audiencia inicial y el día en que 

quede ejecutoriada la sentencia de primera o segunda instancia. Sobre este 

argumento, señalo en forma respetuosa al Señor Juez, que al interpretar el 

contrato que sirve de título ejecutivo, deberá hacerlo con la hermenéutica 

jurídica que establece la Ley 153 de 1987, en especial la cláusula4° literales D 

y C, donde se pactó que se pagarían honorarios el día de la audiencia inicial y 

en la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia de primera o segunda 

instancia. En relación con lo anterior, debo señalar que, al interpretar el 

contrato, el señor Juez concluirá que estas cláusulas son eventuales e 

indeterminadas, que están sujetas a hechos que pueden suceder o no hacia el 

futuro. En el proceso sub-judice sucedió el evento que, al notificarle la 

demanda a la UGPP, ésta expidió resoluciones y comunicados a favor del 

demandado, los cuales ordenan la suspensión, terminación, archivo y 

devolución   de   depósitos   judiciales, cuyas   cuantías totalizan la suma de 

$376.388.991, lo cual jurídicamente representan decisiones totalmente 

favorables al contribuyente frente a la UGPP. 

 

4.CONSIDERACIONES 

 

DEL RECURSO DE REPOSICIÓN  

 

El artículo 63 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, establece que: 

 

“El recurso de reposición procederá contra los autos 

interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días siguientes a 

su notificación cuando se hiciere por estados, y se decidirá a más 

tardar tres días después. Si se interpusiere en audiencia, deberá 

decidirse oralmente en la misma, para lo cual podrá el juez 

decretar un receso de media hora” 

 

En el sub lite, el auto proferido el 04 de febrero del 2022, mediante el cual se libró 

mandamiento de pago, se notificó por estado el 07 de febrero 2022, siendo el recurso 

presentado el 09 de febrero, por lo que se concluye, el recurso fue interpuesto de manera 

oportuna, lo que permite que se proceda a su estudio. 

 

Ahora bien, con respecto a la reclamación en concreto, se tiene que el recurrente manifiesta 

que ante el JUZGADO 13 ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA, se presentó demanda 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, que no se admitió en tanto se ordenó su 

archivo por la ineptitud de la demanda, lo que significa que el acto administrativo de la 

UGPP que ordenó el embargo de la suma de $376.388.991, se mantiene incólume, toda vez 

que no media decisión judicial ejecutoriada que declare su nulidad. 

 

Igualmente indica que el mandamiento de pago aún no es exigible, toda vez que su pago no 

estaba sometido al supuesto éxito de la gestión, sino a eventos que están pendientes de 

suceder. 

 

Sobre el particular se hace menester acudir a los Autos del 4 de mayo de 2002 (expediente 

15.679) y del 30 de marzo de 2006 (expediente 30.086), entre otros, del Consejo De Estado 
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Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A, que en su parte 

pertinente indicó: 

 

Esta Sección ha señalado que los títulos ejecutivos deben gozar de 

ciertas condiciones esenciales, unas formales y otras sustanciales. 

Las primeras se refieren a que la obligación debe constar: i) en 

documentos auténticos que provengan del deudor o de su causante 

y que constituyan plena prueba contra él, o ii) en providencias 

emanadas de autoridades competentes que tengan fuerza ejecutiva, 

conforme a la ley, como, por ejemplo, las sentencias de condena y 

otro tipo de providencias judiciales que impongan obligaciones, 

verbigracia, aquellas que fijan honorarios a los auxiliares de la 

justicia, las que aprueban la liquidación de costas, etc. Las 

condiciones sustanciales, por su parte, se traducen en que las 

obligaciones que se acrediten a favor del ejecutante o de su 

causante y a cargo del ejecutado o de su causante sean claras, 

expresas y exigibles. 

 

En cuanto a estas últimas, la doctrina ha señalado que por expresa 

debe entenderse que la obligación aparezca manifiesta de la 

redacción misma del título; es decir, en el documento que la 

contiene debe estar expresamente declarada, debe estar nítido el 

crédito - deuda que allí aparece. 

 

La obligación es clara cuando, además de expresa, aparece 

determinada en el título, de modo que sea fácilmente inteligible y se 

entienda en un solo sentido. 

 

La obligación es exigible cuando puede demandarse su 

cumplimiento, por no estar pendiente el agotamiento de un plazo o 

de condición. Dicho de otro modo, la exigibilidad de la obligación 

se manifiesta en que debía cumplirse dentro de cierto término ya 

vencido o cuando ocurriera una condición ya acontecida o para la 

cual no se señaló término, pero cuyo cumplimiento sólo podía 

hacerse dentro de cierto tiempo que ya transcurrió 

 

Dentro del proceso, se encuentra anexado el contrato de prestación de servicios de fecha 19 

de marzo del 2020, celebrado por el Dr. ASCANIO RAFAEL LAMAR FUENTES y el 

señor ALIRIO PARRA SILVA, el cual contiene las siguientes cláusulas:  

 

“… PRIMERA: OBJETO: El señor (a) ALIRIO PARRA SILVA solicita los 

servicios profesionales del Dr. ASCANIO RAFAEL LAMAR FUENTES, en su 

condición de ABOGADO TITULADO- ESPECIALIZADO, para que realice los 

siguientes asuntos: CONCILIACION PREJUDICIAL ante la PROCURADURIA 

GENERAL DE LA NACION y PROCESO DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO ante JUZGADO ADMINISTRATIVO 

ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA contra LA UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES. 
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SEGUNDA: ACTIVIDAD PROFESIONAL: El contratista se compromete a 

representar al poderdante conforme al poder especial que se le ha conferido, 

con eficiencia jurídica y diligencia. 

TERCERA: HONORARIOS PROFESIONALES: El poderdante ALIRIO 

PARRA SILVA, quien actúa en su propio nombre, ha acordado con el 

contratista como PAGO de honorarios profesionales, el equivalente a la suma 

del VEINTE POR CIENTO (20%) sobre la suma de $169.090.000, suma que 

representa el valor de las obligaciones y sanción tributaria impuestas al 

contratante, lo cual arroja por concepto de honorarios profesionales la suma 

total de TREINTA Y TRES MILLONES  OCHOCIENTOS DIECIOCHO MIL 

CUATROCIENTOS PESOS M/CTE ($33.818.400). 

CUARTA: FORMA DE PAGO: Las partes acuerdan  como forma de pago de 

honorarios la siguiente: A) A la firma del presente contrato, EL 

CONTRATANTE pagará  la suma de DOS MILLONES DE PESOS 

M/CTE($2.000.000) B) el día de la celebración de la correspondiente 

audiencia de conciliación en la Procuraduría Judicial o entrega de la 

constancia de que el asunto no es conciliable el contratante  pagará la suma de 

TRES MILLONES DE PESOS M/CTE ($3.000.000), C) El día de la 

presentación de la demanda ante la oficina de reparto, el contratante pagará la 

suma de DOS MILLONES QUINIENTOS  MIL PESOS M/CTE ($2.500.000). 

D) El día de la celebración de la correspondiente audiencia inicial que señale 

el Juzgado de conocimiento la suma de DOS MILLONES QUINIENTOS MIL 

PESOS M/CTE ($2.500.000), El saldo respectivo, es decir, la suma de 

VEINTITRES MILLONES OCHOCIENTOS DIECIOCHOS MIL 

CUATROCIENTOS PESOS M/CTE ($23.818.400), en la fecha que quede 

ejecutoriada la sentencia de primera o segunda instancia. En este último 

evento, en caso de que el proceso llegue a conocimiento del Honorable 

Tribunal Administrativo del Atlántico 

… 

SEXTA: INCUMPLIMIENTO: el presente contrato constituye TITULO 

EJECUTIVO que cobrará inmediatamente exigibilidad por incumplimiento, sin 

necesidad de requerimiento 

… 

NOVENA: ACEPTACION: Las partes aceptan libremente todas y cada una de 

las cláusulas estipuladas en el presente contrato de prestación de servicios 

profesionales…” 

 

 

Igualmente se muestra conciliación extrajudicial ante la Procuraduria 172 Judicial 1 para 

Asuntos  Administrativos, a través de la cual se declaró que el asunto de la referencia no es 

susceptible de conciliación, por tratarse de una controversia que versa sobre una cuestión 

tributaria. 
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Se ve también copia del auto admisorio de la demanda presentada ante la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa del Atlántico, la cual le correspondió por reparto al Juzgado 

Trece Administrativo Oral del Circuito de Barraquilla y que dispuso:  

 

 

 
 

 
 

Se encuentra igualmente poder otorgado por el señor ALIRIO PARRA SILVA al doctor 

Ascanio Lamar Fuentes 
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Se ve oficio del 17 de agosto del 2021, mediante el que se le informa al señor Alirio Parra 

Silva el lugar en el cual debe reclamar los títulos, ordenado mediante la Resolución RCC 

38561 expediente de cobro No. 89256 del 25 de junio de 2021. 
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Igualmente se ubica en el plenario memorial dirigido al Juzgado 13 Administrativo Oral del 

Circuito de Barranquilla, a través del que el abogado inorma que se ordenaron la 

devolucion de los titulos solicitados por esté. 
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De todo lo anterior se desprende que dentro del presente contrato se pactó para que el 

ejecutante “… realice los siguientes asuntos: CONCILIACION PREJUDICIAL ante la 

PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION y PROCESO DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO ante JUZGADO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO DE BARRANQUILLA contra LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONE...” por las sanciones tributaria impuestas al 

contratante. 

 

Teniendo en cuenta que dentro del expediente reposan las documentales señaladas, esto es: 

poder para presentar solicitud de conciliación ante la procuraduría <la que efectivamente 

fue radicada ante dicha entidad, correspondiéndole en el reparto la Procuraduria 172 

Judicial 1 delegada ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Atlántico>, copia de la 

demanda donde funge como demandante el señor ALIRIO PARRA SILVA y demandado la 

UGPP dirigido a los juzgados administrativos <que por reporto le correspondió al Juzgado 

al Juzgado Trece Administrativo Oral del Circuito de Barraquilla, por concepto de sanción 

administrativa impuesta al ejecutado>, oficio del 17 de agosto del 2021 mediante el cual la 

UGPP le informa al señor Alirio Parra Silva el lugar donde debe reclamar los títulos 

ordenados mediante la Resolución RCC 38561- expediente de cobro No. 89256 del 25 de 

junio de 2021 y memorial presentado por el doctor ASCANIO RAFAEL LAMAR 

FUENTES al Juzgado 13 Administrativo de Barranquilla informándole que la UGPP 

ordenó la devolución de los títulos a órdenes del señor ALIRIO PARRA SILVA y haciendo 

referencia a la terminación y archivo del proceso por cobro coactivo, a juicio de éste 

despacho el ejecutante, contrario a lo manifestado por el recurrente, sí efectuó a cabalidad 

con el objeto del contrato y así el ejecutado recibió la suma de $376.388.991.66 

procedentes del trabajo y la tarea realizadas por el doctor ASCANIO RAFAEL LAMAR 
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FUENTES quien era su poderdante. Por lo tanto, se cumplió con los términos contenidos en 

el contrato de prestación de servicios, como fue el recaudo de la suma de la sanción 

tributaria impuestas al ejecutado, pues se deduce que el documento que éste expone 

proviene del ejecutado, razón por la cual dicho documento cumple con uno de los requisitos 

estatuidos en el artículo 422 del C. G. del P., esto es, que las obligaciones “consten en 

documentos que provengan del deudor o de su causante”. 

 

Sobre la exigibilidad de la suma de VEINTE   NUEVE   MILLONES DOSCIENTOS   

DIECIOCHO   MIL CUATROCIENTOS PESOS ($29.218.400), se advierte que dentro del 

contrato de prestación de servicio se pactó un pago del VEINTE POR CIENTO (20%) 

sobre el monto de $169.090.000, la cual representa el valor de las obligaciones y sanción 

tributaria impuestas al contratante y frente a la que el ejecutado hizo algunos abonos. 

 

La misma debía ser pagada al momento que quedara ejecutoriada la sentencia de primera o 

segunda instancia, sin embargo, no hubo necesidad de llegar hasta dicha etapa habida 

cuenta que frente a solicitado en la demanda impetrada, la UGPP expidió una resolución 

ordenando dichos pagos como se ve a continuación: 
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En tal sentido, no resulta posible estimar incumplidos los presupuestos para haber librado 

orden de pago, pues el dinero obtenido por el ejecutado obedeció a la labor realizada por el 

doctor ASCANIO RAFAEL LAMAR FUENTES. 

 

De tal suerte, ésta agencia judicial no accederá a la solicitud impetrada por la parte actora y, 

en consecuencia, no se repone tal decisión y así se dirá en la parte resolutiva del presente 

proveído. 

 

Como se impetró recurso de apelación, por parte del actor y la parte demandada es del caso 

concederlo en el efecto suspensivo, para ante la Sala de Decisión Laboral del H. Tribunal 

Superior de Barranquilla, como lo establece el art 65 del CPLSS. 

 

En mérito de las razones antes expuestas el JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

 

RESUELVE: 

 

1°) NO REPONER el auto de fecha 4 de febrero del 2022, mediante la cual se libró 

mandamiento de pago. Esto, en consonancia con los argumentos plasmados en la parte 

considerativa del presente proveído. 
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2º) Conceder en el efecto SUSPENSIVO, los recursos de apelación impetrados por la parte 

actora y la parte ejecutada contra la providencia de fechada 4 de febrero del 2022 para ante 

la Sala Laboral del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial.  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

ALICIA ELVIRA GARCIA OSORIO 

JUEZ 

B.S.C.CH. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO SEPTIMO LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

Barranquilla 05 de abril del 2022  se notifica auto 

de fecha 4 de abril del 2022  

Por estado No. 53 

El secretario________________________ 

Dairo Marchena Berdugo 

 


